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ORDEN DE 4 DE FEBRERO DE 2019, POR LA QUE SE ENCOMIENDA A LA SECCIÓN DE 

DERECHO CIVIL DE LA COMISIÓN GENERAL DE CODIFICACIÓN EL ESTUDIO DE LOS 

REGÍMENES SUCESORIOS DE LEGÍTIMAS Y LIBERTAD DE TESTAR 

 

La evolución de la sociedad desde la reforma del Código civil, promulgado hace ya 130 

años, hace necesario revisar determinados principios sobre los que se asienta, y uno de ellos 

es el régimen sucesorio. 

1. En muchos países de Europa y en la mayor parte de las Comunidades Autónomas 

con competencias en Derecho civil, el Derecho de Sucesiones ha sido objeto de profundas 

reformas, muchas de las cuales se han producido ya en el siglo XXI. 

El fin primordial de estas reformas ha sido el de adaptar las normas jurídicas que 

disciplinan la sucesión por causa de muerte a las nuevas necesidades derivadas de los 

cambios sociales, muy especialmente, pero no solo, de los cambios producidos en las 

relaciones familiares. 

No ha sido este el caso del Código civil español. Es cierto que su Título III del Libro 

Tercero ha experimentado desde su publicación en 1889 diversas modificaciones, pero 

también lo es que, probablemente con la única excepción de las operadas en 1981 por las 

leyes de 13 de mayo y 7 de julio, la mayor parte de esos cambios han sido puntuales y 

carentes de una visión de conjunto particularmente necesaria en un sector del Derecho privado 

en el que la coherencia interna y el perfecto ajuste de sus instrumentos son exigencias 

ineludibles. 

Sería, probablemente, un esfuerzo inútil tratar de explicar por qué el Código civil 

español se ha quedado rezagado de este unánime movimiento reformador del Derecho 

hereditario y, en cualquier caso, resulta mucho más provechoso tomar la decisión de afrontar 

esa tarea y aprovechar los trabajos ya realizados en el ámbito comparado interno e 

internacional para realizar la necesaria modernización de la mejor manera posible. Conviene 

decir al respecto que, si bien tradicionalmente se subrayaba la enorme importancia de la 

historia, la tradición y la cultura de cada país en la configuración del Derecho sucesorio, la 

experiencia más reciente demuestra que en este punto, como en tantos otros, los problemas 

jurídicos son comunes, las soluciones tienden a converger y los instrumentos para obtener 

estas a partir de aquellos se parecen cada vez más. El carácter abierto de nuestras sociedades 
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y la internacionalización creciente de las relaciones humanas explican sin duda esta realidad. 

No en vano, hace apenas cuatro años que ha comenzado a aplicarse en su integridad y con 

gran intensidad el Reglamento (UE) n° 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 

de julio de 2012, relativo a la competencia, la ley aplicable, el reconocimiento y la ejecución de 

las resoluciones, a la aceptación y la ejecución de los documentos públicos en materia de 

sucesiones mortis causa y a la creación de un certificado sucesorio europeo. 

2. Es, pues, objetivo que ahora presentamos el de afrontar una profunda reforma del 

sistema sucesorio del Código civil español; reforma que quiere centrarse en dos puntos 

fundamentales: la cuestión de las legítimas y la mejora del régimen de liquidación de las 

deudas de la sucesión. 

3. Es bien conocido que el Código civil español adoptó un sistema de legítima 

castellana que, no siendo de vinculación absoluta de los bienes del causante, está bastante 

alejado de los que se inspiran en la conocida como libertad de testar, en los cuales el causante 

puede disponer libremente de sus bienes para después de su muerte. Más bien al contrario, la 

legítima reconocida en el Código civil español es muy amplia, tanto por los sujetos reconocidos 

como legitimarios (descendientes, ascendientes y cónyuge viudo, esta en usufructo y sin que 

se emplee la palabra legítima), como por la porción de la herencia a la que afectan, sobre todo 

en el caso de los descendientes (legítima larga de dos terceras partes, si bien con la libertad de 

mejorar en un tercio a uno o varios de ellos); además se configura como una institución de 

naturaleza imperativa, de suerte que las normas para asegurar la llamada intangibilidad de la 

legítima tanto en sus aspectos cualitativos como cuantitativos resultan absolutamente 

inderogables por el testador y la institución se protege incluso frente a sus actos inter vivos. 

Muchas son las voces que se han levantado en nuestra literatura jurídica sobre la 

necesidad de modificar en profundidad este sistema; incluso no han faltado las que 

directamente reclaman un sistema de libertad de testar absoluta, con supresión total de las 

legítimas. En realidad, esta polémica entre legítimas y libertad de testar no es ni mucho menos 

reciente, pues ya en la época inmediatamente anterior a la publicación del Código civil fue una 

de las cuestiones más debatidas y sobre la que había mayor disenso, como bien dejó reflejado 

entre los autores de esa época. Con todo, en las últimas décadas la polémica ha adquirido 

nuevos bríos, tanto en nuestro país como en los vecinos, precisamente al hilo de los cambios 

en la propia estructura familiar, al que la institución que nos ocupa está indisolublemente 

ligada; como consecuencia, ha sido una de las partes del Derecho sucesorio que ha sido objeto 

central del proceso de reforma o de “modernización” más arriba aludido, al que ahora quiere 

sumarse también el Código civil español. 

A la hora de abordar esta reforma y tomando en consideración lo mucho que se ha 

escrito sobre la materia y los precedentes que se acaban de mencionar, se puede partir de dos 

posiciones contrapuestas: la de mantenimiento del actual sistema legitimario del Código civil en 

sus líneas básicas, añadiendo los retoques que el paso del tiempo haya hecho convenientes o 

imprescindibles, por un lado, y la de la absoluta libertad de testar, por otro. Razones para optar 

por aquel o por este no faltan en ninguno de los dos sectores doctrinales. 
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Este interesante y complejo debate, lleno de matices, no puede ser resuelto de manera 

precipitada. Más bien al contrario, la Sección Primera de la Comisión General de Codificación 

deberá profundizar lo que sea necesario en los pros y contras de las opciones expuestas y de 

todas cuantas puedan parecer merecedoras de estudio por los expertos. Finalmente, fruto de 

ambas visiones, el informe puede incorporar, como resultado de cada una de ellas, sendas 

Propuestas que, con el debido rigor técnico, sirvan de la mejor manera posible a la sociedad, 

de modo que, se opte por una u otra, esté disponible un texto articulado a partir del cual iniciar 

la futura reforma. 

4. El segundo punto sobre el que se ha de estudiar la eventual reforma del Código civil 

en materia sucesoria afecta a la modernización del sistema de liquidación de las deudas de la 

herencia, buscando tanto su mejora general, como su necesaria adaptación a las necesidades 

surgidas de las nuevas estructuras económicas o que se han puesto de manifiesto en los 

últimos años, especialmente como consecuencia de la crisis económica. 

Sabido es que el Código civil español establece un sistema de responsabilidad por las 

deudas hereditarias que se funda en la necesidad de aceptación del llamado o llamados a 

suceder, tras lo cual el ya heredero o herederos pasarán a responder de las deudas de su 

causante no solo con el patrimonio hereditario recibido, sino también con el suyo propio 

(presente y futuro) como si deudas propias se tratara; todo ello salvo que acepte la herencia a 

beneficio de inventario, siguiendo el procedimiento legalmente establecido. Esto significa que, 

ante las situaciones de herencias dañosas, es decir, con más pasivo que activo, las cuales se 

han visto incrementadas en los últimos años de especiales dificultades económicas, a los 

herederos a los que resulta aplicable el sistema del Código les cabe dos opciones: la primera, 

renunciar de modo formal a la herencia, con todo lo que ello conlleva, también desde el punto 

de vista afectivo, alternativa que según las cifras atestiguan se ha incrementado de manera 

notable en los años de dificultades económicas; la segunda opción implica, como se ha 

apuntado, la necesidad de realizar los trámites exigidos para aceptar a beneficio de inventario, 

trámites que, si bien han sido aligerados con la reforma operada en 2015 a través de la Ley de 

Jurisdicción Voluntaria, siguen significando una carga adicional para el llamado a suceder, 

como demuestra que sigue siendo mayoritaria la aceptación pura y simple con su correlato de 

responsabilidad ilimitada. 

En estas condiciones no son pocas las voces que abogan por modificar el régimen de 

aceptación y liquidación de la herencia al modo que se ha hecho en otros sistemas sucesorios. 

Respecto a lo primero, se observa la notable inseguridad jurídica que provoca la situación de 

yacencia hereditaria, correspondiente al periodo de tiempo que transcurre entre la apertura de 

la sucesión por la muerte del causante y la aceptación por parte de los llamados a sucederle, 

razón por la que se reclama una regulación más clara y precisa de esta particular situación.  En 

relación con lo segundo, se pide por algunos una mayor simplificación del expediente que 

permite la limitación de la responsabilidad a través del beneficio de inventario, como se ha 

hecho por ejemplo en Cataluña, mientras que otros, de modo más radical, apuestan por el 

establecimiento de una responsabilidad legal limitada a las fuerzas de la herencia, tal y como 

se establece en varios ordenamientos comparados, e incluso dentro del ordenamiento jurídico 

español,  en el Derecho civil aragonés, en el navarro y desde fechas más recientes en el 

Derecho civil vasco.  
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En todo caso, si la regla general continúa siendo la de la responsabilidad ilimitada por 

las deudas sucesorias, la posibilidad de que en la herencia existan deudas ocultas o 

sobrevenidas a la aceptación por parte de los herederos, obligaría a dar una respuesta ad hoc 

a este particular problema, como por otra parte ya han hecho no hace muchos años los 

legisladores francés o neerlandés. Aunque este tipo de deudas, de cuya existencia quien 

aceptó en su día la herencia no fue ni pudo ser plenamente consciente, han existido siempre, 

no cabe dudar de su exponencial incremento en los años de crisis económica por los que 

hemos atravesado. Tal es el caso, entre otras, de las deudas derivadas de fianzas, 

normalmente solidarias, otorgadas en su día por el causante en garantía de deudas de 

familiares o amigos y que los sucesores desconocían; o de deudas nacidas de la 

responsabilidad civil extracontractual por actos ilícitos del causante cuyas consecuencias se 

proyectan tiempo después de su muerte; o de las deudas fiscales reclamadas con cierto 

retardo, pero sin que hayan prescrito; o de las derivadas de la responsabilidad de los 

administradores de una sociedad mercantil, cuyos efectos en su propio patrimonio se reflejan 

con posterioridad a su muerte y a la aceptación por parte de sus herederos. Todas estas 

situaciones, y otras de similar problemática, exigen una respuesta adecuada que tenga en 

cuenta todos los intereses en juego y que a día hoy el Código civil español no está en 

condiciones de dar. 

En su virtud, a propuesta del Presidente de la Sección de Derecho Civil, dispongo lo 

siguiente: 

Primero. La Sección elaborará un informe en el que se analice, separadamente, lo que 

se considere favorable y adverso al régimen sucesorio de legítimas y al régimen sucesorio de 

libertad de testar, incluyendo en anexo sendos estudios sobre la evolución histórica del 

régimen sucesorio en Derecho común y en los territorios con Derecho civil especial, así como 

sobre las tendencias de Derecho comparado en países con tradiciones jurídicas próximas a la 

nuestra. El informe podrá incorporar, como resultado de cada una de las dos opciones 

enunciadas, sendas Propuestas, de modo que, se escoja una u otra, esté disponible un texto 

articulado a partir del cual impulsar, si procede, una futura reforma. 

Segundo. Se fija como fecha para la terminación del trabajo el 28 de febrero de 2020. 

En este plazo, que podrá ser prorrogado, deberá estar terminado y aprobado por el Pleno de la 

Sección el informe sobre el estudio de los regímenes sucesorios de legítimas y libertad de 

testar, de manera que pueda ser entregado a la Ministra de Justicia. 

 

Madrid, 4 de febrero de 2019. LA MINISTRA DE JUSTICIA. Dolores Delgado García 


